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Radicación: 660013109006-2018-00043-02
Accionante: Nury Viviana Cañarte Arcila

Accionado: Fiscalía 32 Local de Pereira 

Decisión: Declara hecho superado

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia – 2ª instancia –29 de agosto de 2018

Proceso: 


Acción de Tutela

Radicación Nro. :
  
660013109006-2018-00043-02

Accionante (s):

Nury Viviana Cañarte Arcila

Accionado (s):


Fiscalía 32 Local de Pereira

Magistrado Sustanciador: 
Manuel Yargazaray Bandera

TEMAS:                         ACCIÓN DE TUTELA/ ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA/ CELERIDAD PARA TRAMITAR EL PROCESO PENAL PROMOVIDO CONTRA  JAQUELINE ARCILA LADINO/ EL 27 DE SEPTIEMBRE DE 2018 SE CONVOCÓ A LA REALIZACIÓN DE LA AUDIENCIA CONCENTRADA ANTE EL JUZGADO TERCERO PENAL MUNICIPAL DE CONOCIMIENTO/ CARENCIA ACTUAL DE OBJETO/ HECHO SUPERADO.
Sin embargo debe anotarse que con el fin de desatar la alzada promovida por la accionante, se logró obtener en calidad de préstamo la carpeta de la Fiscalía que contiene la totalidad de las actuaciones llevadas a cabo por ese Organismo con ocasión de la denuncia instaurada por la señora Nury Viviana en contra de la señora Jaqueline, lográndose evidenciar que el pasado 24 de mayo de 2018 se surtió la diligencia de “traslado de la acusación”, que en el trámite del proceso penal abreviado especial hace las veces de “formulación de imputación” de que trata la Ley 906 de 2004, así lo consagra la Ley 1826 de 2017 en el parágrafo 4º del artículo 13: “Para todos los efectos procesales el traslado de la acusación equivaldrá a la formulación de imputación de la que trata la Ley 906 de 2004”, trámite en el cual se le comunicó a la indiciada el delito por el cual está siendo investigada, los hechos que se le imputan, y se le informó las tres posibilidades con las que contaba en ese momento procesal, tales como guardar silencio, y aceptar o no aceptar los cargos endilgados, inclinándose por esta última opción, como se observa en el acta suscrita por la Fiscalía 32 Local de Pereira; además, se programó la realización de la audiencia concentrada para el día 27 de septiembre de 2018 ante el Juzgado Tercero Penal Municipal de Conocimiento. 

Tal circunstancia deja entrever que la pretensión de la accionante se ha visto satisfecha, por cuanto se ha logrado que el Despacho accionado dé inicio a las acciones pertinentes para resolver la denuncia que ha sido puesta en conocimiento suyo, pues como ya se dijo, se corrió traslado de la acusación y también se programó la realización de la audiencia concentrada. Por tal razón, se torna innecesario efectuar un análisis más profundo del presente asunto,  dado que en la actualidad es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, de modo que se declarará la existencia de un hecho superado. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN DE ASUNTOS PENALES 

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
Pereira, veintinueve (29) de agosto de dos mil dieciocho (2018)

Hora: 4:00 p.m. 
Aprobado por Acta No. 724 
	Radicación:
	660013109006-2018-00043-02

	Accionante:
	Nury Viviana Cañarte Arcila

	Accionado:
	Fiscalía 32 Local de Pereira 

	Procedencia: 
	Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira 

	Decisión: 
	Declara hecho superado  


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la abogada Paula Andrea Cortés Zuleta, quien actúa en calidad de apoderada judicial de la señora NURY VIVIANA CAÑARTE ARCILA, contra el fallo proferido por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad el 16 de julio de 2018, mediante el cual decidió negar la acción de tutela promovida en contra de la FISCALÍA 32 LOCAL DE PEREIRA.
ANTECEDENTES:
La señora Nury Viviana Cañarte Arcila, actuando por intermedio de apoderado judicial, interpuso acción de tutela en contra de la Fiscalía 32 Local de Pereira y la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia, igualdad y debido proceso. 

Señaló el accionante en su libelo petitorio que, en el mes del año de 2016, su mandante fue agredida por parte de la señora Jaqueline Arcila Ladino, quien intentó asesinarla con un arma corto punzante. En esa oportunidad, la agresora le causó a la señora Nury Viviana una herida en el brazo de 11cm de longitud, atravesando el antebrazo y cercenándole la “arteria inter ósea posterior y radial”, con lo cual se le produjo una hemorragia tan severa que casi le causa la muerte.
La contusión, según dictamen médico legal, le generó a la señora Nury Viviana una incapacidad de 40 días, así como una lesión permanente de “frialdad dista, pulso radial y cubital disminuidos, llenado capilar lento, compromiso sensitivo del músculo, cutáneo”, es decir que la mano le quedó con una especie de calambre, además de una grotesca cicatriz en el brazo. 
Según manifestó el accionante, no era la primera vez que la señora Jaqueline atentaba en contra de la humanidad de Nury Viviana, sin que esa situación fuera prevenida por ninguna autoridad, ni siquiera por la Fiscalía, donde se habían instaurado las respectivas denuncias.         

El día de los hechos, afirmó el accionante, la Policía condujo a la agresora a la Fiscalía, pero desde entonces no se ha logrado obtener ningún tipo de gestión por parte de esta última, ni siquiera se ha logrado realizar la audiencia de formulación de imputación ante el Juez penal correspondiente, pese a que tal solicitud se ha elevado ante ese Despacho en varias oportunidades. Incluso, con el fin de facilitar su labor, se le hizo entrega de un CD con grabaciones de audio y video donde la señora Jaqueline acompañada de personas armadas ha amenazado de muerte a Nury Viviana. 
Ha sido tal la falta de diligencia del ente acusador que la Personería de Pereira y la Defensoría del Pueblo han tenido que intervenir para solicitarle celeridad y garantía del derecho fundamental a la justicia, sin que los ruegos a dicha autoridad  hayan sido suficientes para que aquellos obren eficientemente en las gestiones de su competencia. 

Hasta el momento no ha sido posible que la agresora comparezca a las diferentes diligencias programadas, ya que ha faltado a 4 audiencias de formulación de imputación, pero ello no ha bastado para que la Fiscalía ponga en marcha lo ordenado por la ley penal. Omitiendo que han persistido las amenazas en contra de la señora Nury Viviana, y que en el informe pericial de medicina legal, el galeno forense consignó que la víctima ha tenido dos valoraciones por agresiones anteriores, las cuales han ocurrido de forma escalada y la han puesto en riesgo de muerte.  
Como quiera que la incapacidad de la señora Nury Viviana fue de 40 días, ello quiere decir que según la imputación que habría de hacerse según el artículo 111 del Código Penal, la pena correspondería a 36 meses, sin embargo han pasado casi 3 años sin que se haya realizado la audiencia de imputación, ni se expide boleta de citación al traslado del escrito de acusación, corriendo con ello el riesgo de que un delito de lesiones personales dolosas, que más bien parecía una tentativa de homicidio quedaría impune.   
PRETENSIONES:

De acuerdo a los hechos narrados en precedencia, solicitó la parte accionante que se ordene a la Dirección Seccional de Fiscalías de Pereira que adelante la gestión correspondiente a fin de garantizar la investigación apropiada, así como la imputación jurídica que corresponda a los hechos en contra de la señora Jacqueline Arcila Ladino. Así mismo, se le ordene a la Fiscalía 32 Local de Pereira que se pronuncie sobre la presente acción y garantice la judicialización efectiva de la agresora para que así se pueda obtener el fallo que en derecho corresponda.    
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:
El Juzgado Sexto Penal del Circuito de esta ciudad profirió sentencia el 11 de mayo de 2018, mediante la cual negó la solicitud de amparo constitucional, decisión que fue objeto de impugnación por parte de la accionante; así, el asunto arribó a esta Corporación, donde se resolvió decretar la nulidad del fallo porque no se había integrado el contradictorio en debida forma durante el trámite de primera instancia. 
De esta manera, lo que se planteó por parte de la Colegiatura en esa oportunidad fue que en tratándose el asunto del cuestionamiento a la falta de diligencia en que supuestamente había incurrido el ente acusador dentro de un proceso penal, existían terceros con interés legítimo, bien porque los resultados de la acción podrían tener efectos frente a ellos, o porque de prosperar las pretensiones de la misma, necesariamente se deberían tener en cuenta las labores de otras autoridades; concretamente se estimó pertinente la participación de todos los sujetos procesales intervinientes dentro de la actuación demandada, principalmente la indiciada, Jaqueline Arcila Ladino, porque sobre aquella recaerían los efectos de una tutela en favor de la invocante. También se adujo que era necesario correrle traslado del libelo al Comandante de la Estación de Policía CAI de Boston y la Inspección Once Municipal de Pereira, sobre quienes, al parecer, recaía el deber de brindar las eventuales medidas de protección para la accionante, y así garantizar su integridad física y personal mientras que se surte el proceso. 

En ese orden de ideas, se devolvió el cuaderno al Juzgado de primera instancia para que subsanara los defectos procedimentales en los cuales incurrió, por lo que mediante auto del 4 de julio de 2018 el A Quo dispuso la vinculación de la señora Jaqueline Arcila Ladino, el Comandante de la Estación de Policía CAI de Boston y la Inspección Once Municipal de Pereira.    

Más adelante, resolvió mediante fallo del 16 de julio de 2018 negar nuevamente la solicitud de amparo bajo idénticos argumentos a los planteados en la sentencia antes anulada, esto es básicamente que el Juez de tutela, en criterio suyo, está imposibilitado para inmiscuirse en la órbita de acción de los Fiscales en el curso de los procesos puestos bajo su conocimiento, atendiendo los principios de independencia y autonomía judicial de la cual goza también el ente acusador.    
IMPUGNACIÓN:
Una vez enterada de la decisión de instancia, y encontrándose dentro del término legal, la abogada Paula Andrea Cortés Zuleta, fungiendo como apoderada judicial de la señora Nury Viviana Cañarte Arcila, presentó escrito mediante el cual la impugnó.

Para el efecto resaltó que si bien la Fiscalía tiene autonomía en sus decisiones, no puede desconocerse que existe una afectación al debido proceso y acceso a la administración de justicia como derechos fundamentales que le asisten a su representada, pues no puede omitirse el hecho de que ha existido una falta de diligencia por parte del ente acusador al momento de garantizar la comparecencia de la indiciada a la audiencia de imputación y que como consecuencia de lo anterior podría caducar la acción, lo cual conllevaría a un perjuicio irremediable para la señora Nury Viviana Cañarte Arcila si llegara el término de prescripción.

Otra de las razones de discrepancia con los argumentos del fallador, radican en que a su parecer existió un error de interpretación jurisprudencial, en el entendido de que su pretensión no está encaminada a que se sustituya el proceso penal, porque no se pretende obtener un pronunciamiento por parte del juez de tutela frente a los hechos del proceso penal, sino a que se le dé celeridad al mismo como una garantía del acceso a la administración de justicia; además hay que tener en cuenta que la autonomía de la Fiscalía no es absoluta, y que la acción de tutela procede en contra de cualquier autoridad en caso de evidenciarse una lesión al bien jurídico constitucional y fundamental, cosa que ocurre en este caso si se tiene en cuenta que los términos procesales son perentorios, y que la Fiscalía debió haber formulado imputación antes de que se cumplieran dos años desde la recepción de la noticia criminal, como lo señala el parágrafo del artículo 175 del Código de Procedimiento Penal.  

Así las cosas, considera que se incurrió en un defecto sustantivo, toda vez que para la recurrente, se presenta a todas luces una “acción u omisión de las autoridades públicas”, siendo en el caso en particular lo hasta aquí lo omitido por la Fiscalía 32, por lo que no basta con negar por improcedente la acción bajo los argumentos recogidos por el Juez de instancia, especialmente porque el ente acusador si es un sujeto tutelable. 
Así mismo, piensa la letrada recurrente que existe una ausencia de interpretación normativa, dado que la Fiscalía ha incurrido en omisiones al no garantizar la comparecencia de la indiciada o asignarle un defensor para que tenga en el asunto penal una defensa técnica, desconociendo lo reglado en el estatuto procedimental penal en su artículo 291 que se refiere a la contumacia. 

En consecuencia y ante las omisiones realizadas por la Fiscalía solicita que el fallo de primera instancia sea revocado y en su lugar, se conceda el amparo constitucional solicitado.

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 
2. Problema jurídico: 

Le corresponde a la Sala determinar si la Fiscalía accionada ha vulnerado de manera alguna los derechos fundamentales de la señora Nury Viviana Cañarte Arcila, o si los argumentos expuestos por el Juez A-quo durante el trámite de la acción y posterior decisión estuvieron ajustados a derecho.
3. Solución: 

Los hechos que dieron origen a la presente acción constitucional tienen relación con un proceso penal adelantado por parte de la Fiscalía 32 Local de esta ciudad, donde funge como demandante la señora Nury Viviana Cañarte Arcila y como denunciada la señora Jacqueline Arcila Ladino. Ahora, lo que pretende la parte accionante es que por parte del Ente acusador se le dé una especie de impulso procesal a la actuación, procediendo a “imputar” cargos por el delito de lesiones personales en contra de la señora Arcila Ladino, pues a criterio suyo se ha venido dilatando por largo tiempo dicho trámite, lo que ha ocasionado un desconocimiento de sus derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia y debido proceso, y además, se ha puesto en riesgo su vida y su integridad física, por cuanto han persistido una serie agresiones y amenazas por parte de esta última en su contra. 
Sin embargo debe anotarse que con el fin de desatar la alzada promovida por la accionante, se logró obtener en calidad de préstamo la carpeta de la Fiscalía que contiene la totalidad de las actuaciones llevadas a cabo por ese Organismo con ocasión de la denuncia instaurada por la señora Nury Viviana en contra de la señora Jaqueline, lográndose evidenciar que el pasado 24 de mayo de 2018 se surtió la diligencia de “traslado de la acusación”, que en el trámite del proceso penal abreviado especial hace las veces de “formulación de imputación” de que trata la Ley 906 de 2004, así lo consagra la Ley 1826 de 2017 en el parágrafo 4º del artículo 13: “Para todos los efectos procesales el traslado de la acusación equivaldrá a la formulación de imputación de la que trata la Ley 906 de 2004”, trámite en el cual se le comunicó a la indiciada el delito por el cual está siendo investigada, los hechos que se le imputan, y se le informó las tres posibilidades con las que contaba en ese momento procesal, tales como guardar silencio, y aceptar o no aceptar los cargos endilgados, inclinándose por esta última opción, como se observa en el acta suscrita por la Fiscalía 32 Local de Pereira; además, se programó la realización de la audiencia concentrada para el día 27 de septiembre de 2018 ante el Juzgado Tercero Penal Municipal de Conocimiento. 

Tal circunstancia deja entrever que la pretensión de la accionante se ha visto satisfecha, por cuanto se ha logrado que el Despacho accionado dé inicio a las acciones pertinentes para resolver la denuncia que ha sido puesta en conocimiento suyo, pues como ya se dijo, se corrió traslado de la acusación y también se programó la realización de la audiencia concentrada. Por tal razón, se torna innecesario efectuar un análisis más profundo del presente asunto,  dado que en la actualidad es clara la carencia actual de objeto, argumento suficiente para declarar la existencia de un hecho superado, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada, cuando antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado. De allí que la Corte Constitucional haya dicho: 

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.”

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 

“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 

Son suficientes los argumentos expuestos, para decir que las causas que dieron origen a la acción de tutela han desaparecido durante el trámite de ésta, lo cual indica que no se hace necesario realizar ningún tipo de estudio adicional respecto a la situación planteada en el escrito de tutela, de modo que se declarará la existencia de un hecho superado. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado en la presente acción de tutela instaurada por la señora NURY VIVIANA CAÑARTE ARCILA en contra de la FISCALÍA 32 LOCAL DE PEREIRA, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-727 de 13 de septiembre de 2010, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.
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